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REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JURISDICCIONAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO SÉPTIMO CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE MEDELLÍN 

Diec is iete (17) de febrero de dos mil  veint ic inco (2025) 

 

REFERENCIA ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE 

Claudia María  Hincapié Mejía , y Juan 

Carlos Pérez y la Sociedad Max Just icia  

Abogados SAS.,  representada legalmente 
por Claudia María Hincapié Mejía  

ACCIONADO 

Subsecretar ía de Control Urbaníst ico de l 

Distr i to de Ciencia, Tecnología e  
Innovación de Medel l ín,  representada por 

Carlos A lberto Truji l lo Vergara o quien 
haga sus veces  

VINCULADO 

Héctor Al ir io Pe láez Gómez como agente 

Liquidador de las sociedades Constructora 
Invernorte S.A.S.,  Constructora Del Norte 

De Be l lo S.A.S. e Inmobi l iar ia  Europa 
Construcc iones S.A.S.  Jorge Wilson Pat iño 

Toro Y Martha Ceci l ia Holguín Castaño  

RADICADO 05001 43 03 007 2025 0066 00 

FALLO TUTELA Nº 54 

DECISIÓN 

Niega derecho al  buen nombre , honra y 

derecho a rect i f icación, por ausencia de 
vulneración 

TEMAS Y SUBTEMAS 
Ausencia de vulneración a derechos 

fundamentales.  

 

1.  ASUNTO A DECIDIR 

 

Procede el Despacho a dictar sentencia que defina la acción de tutela 

promovida por la  abogada Dra. Claudia María Hincapié Mejía y Juan 

Carlos Pérez, Sociedad Max Justicia abogados  SAS., representada 

legalmente por Claudia María Hincapié Mej ía , o quien haga sus veces y contra 

Subsecretaría de Control Urbanístico de Medellín- Distrito Especial 

de Ciencia, Tecnología e Innovación de Medellín , por considerar 

vulnerados los derechos fundamentales al trabajo, intimidad y debido 

proceso, motivo por el cual el Despacho decidió vincular de  oficio a Héctor 

Alir io Peláez como agente l iquidador de las Sociedades Constructora 

Invernorte SAS, Constructora del Norte de Bello SAS, Inmobil iaria Europa 

Construcciones SAS, y de las personas naturales comerciantes Jorge Wilson 

Patiño Toro y Martha Cecil ia Holguín Castaño.  
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2. ANTECEDENTES 

 

2.1. HECHOS. Refir ió la parte actora, en resumen, que, la Subsecretaria 

accionada expidió Resolución Nro. 202450089221 del 18 de noviembre del 

año 2024, mediante la cual expresó lo siguiente  respecto a los accionantes, 

por lo que se vulneró su buen nombre: 

 

(Folio 10 Resolución) 

 

 

(Folio 13 Resolución) 
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(Folio 28 y 29 Resolución) 
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(Folio 41 de la Resolución)  

 

Posteriormente, mediante Resolución Nro. 202550005068 del 03 de 

febrero de 2025 , mediante el cual se resolvió el  recurso de reposición a la 

Resolución anterior, se hizo mención a los accionantes en los s iguientes 

apartes:  
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(Folio 17 Resolución) 

 

Aduce que una anal izado el contenido de dicha Resolución procedió a radicar 

derecho de pet ición el 2 de marzo del año 2023 en el que solicitaba a dicha 

entidad abstenerse de proferir actos administrativos donde se pusiera entre 

dicho el deber profesional de los tutelan tes, lanzando juicios subjet ivos sin 

prueba alguna, recibiendo respuesta el 14 de marzo del mismo año, donde 

indican que no se está causando ningún perjuicio irremediable con dichas 

aseveraciones sobre la invest igación que se l levó a cabo dentro del proces o. 

 

Resalta que ante la Resolución en mención, fue interpuesto el recurso de 

reposición por parte del señor Héctor Alir io Peláez Gómez quien fungía como 

agente l iquidador de las Sociedades Constructora Invernorte SAS., 

Constructora del Norte de Bello SAS., Inmobil iaria Europa Construcciones 

todas en l iquidación forzosa administrativa, donde la entidad acusada decidió 

a través de otro acto administrativo esto es, Resolución Nro. 202550005068 

del 03 de febrero de 2025, no reponer la decisión, concediendo el r ecurso 

de apelación. 
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2.2. SOLICITUD . Pretende la parte actora que la entidad accionada proceda 

a revocar la Resolución Nro.  202450089221 del 18 de noviembre del año 

2024 y la Nro. 202550005068 del 03 de febrero de 2025 , y realice la debido 

notif icación de los actos administrativos  y además se proceda con la 

el iminación de los apartes donde se menciona a los accionantes, por 

encontrarse afectados su buen nombre y honra. 

 

2.3. ADMISIÓN, TRÁMITE Y POSICIÓN DE LA ENTIDAD ACCIONADA.  

El escr ito de acción de tutela fue presentado en la Oficina de Apoyo Jud icial 

de Medell ín el  10 de febrero de 2024, siendo repartida a conocimiento de  

este Juzgado el mismo día, disponiéndose inmediatamente la admisión de la 

solitud de amparo en providencia que fue puesta en conocimiento de la 

accionada mediante auto del 10 de febrero de 2024, con el cual se adjuntaba 

copia íntegra de la acción de tutela  con sus respectivos anexos. 

 

Por su lado, el MUNICIPIO DE MEDELLÍN , anunció que, no ha vulnerado 

derecho fundamental alguno a los pet icionarios, toda vez que se radicó 

derecho de petición el pasado 2 de marzo del año 2023, en el que solicitaban 

que esta entidad se abstuviera de lanzar juicios relacionados con el deber 

profesional de los l it igantes, quejándose además de no haber recibido 

notif icación del acto administrativo que decidió remover del cargo de Agente 

Liquidador para los procesos de l iquidación forzosa administrat iva de la 

Constructora Invernorte y demás empresas  alusivas en dicha decis ión, a la 

cual se dio respuesta el 14 de marzo del año 2023, donde se les informó que 

analizados los contratos donde intervienen los tutelantes se observaron 

presuntas irregular idades, las cuales fueron mencionadas dentro de los actos 

administrativos y que respecto a la solicitud de notif icar las providencia s 

expedidas por la administración de carácter part icular y concreto, 

únicamente se not if ican los t itulares del derecho sobre los cuales recae la 

decisión, es por ello, que no es dable not if icarle s la decisión.  

 

Por últ imo, dice que la acción de tutela no es el medio idóneo  para el estudio 

de las pretensiones de la tutela, toda vez que no se demuestra un perjuicio 

irremediable y que en cuanto a la solic itud de retractación la petición es 

inadecuada ya que la misma no cumple con los requisitos de desarrol lados 

dentro de la Jurisprudencia de la Corte Constitucional pues no demuestra 

que se hayan hecho señalamientos subjetivos, vulnerando el estándar que 

ha f ijado la Corte mediante sentencia T -121 de 2018.  
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Es necesario decir,  que posteriormente el Municipio remitió un l ink a fi n de 

completar la respuesta anterior, el cual el Despacho no tuvo acceso, 

procediendo a solicitar el reenvío de los archivos, sin respuesta alguna.  

 

3.  PROBLEMA JURÍDICO 

 

En el presente asunto se ha requerido al Juez de tutela, para determinar s i 

la declaraciones hechas por el Municipio de Medellín , a través de actos 

administrativos donde se mencionan los nombres de los tutelantes  CLAUDIA 

MARÍA HINCAPIÉ MEJÍA y JUAN CARLOS PÉREZ  como representantes 

legales de la Sociedad Max Justicia Abogados  SAS., ha vulnerado sus 

derechos fundamentales a la honra, buen nombre, trabajo y dignidad 

humana, o si, por el contrario, la acción de tutela se torna improcedente 

para resolver este t ipo de sol ic itudes en virtud de la subsidiariedad del 

amparo constitucional ; además estudiará el Despacho la vulneración al 

derecho fundamental al debido proceso, donde solicitaba la debida 

notif icación de los actos administrativos expedidos por el Municipio.  

 

Al ser esta la oportunidad legal y al no haber encontrado causal que invalide 

la actuación, se entra a decidir el presente asunto, previas las siguientes,  

 

4.  CONSIDERACIONES PARA DECIDIR 

 

4.1. COMPETENCIA.  De conformidad con lo establecido en el art ículo 86 

de la Constitución Polít ica de Colombia y el Decreto 2591 de 1991, artículo 

32, es competente este Despacho para conocer y decidir respecto de la 

solicitud de tutela impetrada.  

 

4.2. DE LA ACCIÓN DE TUTELA.  La Carta Magna en el art ículo 86 consagra 

la acción de tutela como un mecanismo dir igido a la protección de los 

derechos constitucionales fundamentales, cuando son vulnerados o se ven 

amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública; cuando 

el indiv iduo al que le han sido trasgredidos sus derechos no disponga de 

otro medio de defensa judicial, salvo que la acción de tut ela sea ut i l izada 

como herramienta transitoria, para e vitar un perjuicio irremediable; motivo 

por el cual se caracteriza por tener naturaleza subsidiaria.  
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De manera tal que la acción de tutela haya sido establecida por la 

Constitución como un procedimiento breve y sumario encaminado a la 

protección inmediata de los derechos fundamentales. Esta acción 

const itucional se encuentra demarcada por l ineamientos tanto legales como 

const itucionales para su ejercicio, y dentro de los cuales el juez 

Constitucional debe actuar y no desconocer los derechos fundamentales, 

susceptibles de ser cobijados por la acción de tutela.  

 

4.3. DE LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA (ACTIVA – PASIVA) EN LA 

ACCIÓN DE TUTELA. 

 

La acción de tutela puede ser ejercida por toda persona que consid ere que 

le están vulnerando sus derechos constitucionales fundamentales sea 

nacional o extranjera, natural o jur ídica, ciudadano o no, que se halle en el 

terr itorio colombiano o se encuentre por fuera y la autoridad o particular 

que vulneró los derechos fundamentales se encuentre en Colombia. Así pues, 

puede ser ejercida directamente  o por quien actúe a su nombre, bien sea 

por medio de (i) un representante legal en el caso de los menores de edad, 

las personas jurídicas, los incapaces absolutos y los interdi ctos; (ii) 

mediante apoderado judicial; y (iii)  por agencia oficiosa. En estos tres 

últ imos casos se debe probar la legit imación en la causa por activa.  

4.4 ALCANCE Y EJERCICIO DEL DERECHO DE PETICIÓN.  

En Sentencia C- 007 de2017 , M. P. Glor ia  Stel la Ort i z Delgado, la Corte 

Const itucional   recordó  el  a lcance del  derecho de pet ic ión, atendiendo la 

consagración expresa en la  Const itución (art.  23) y la  Ley 1755 de 2015, 

precisando:  

 

“a)  El  derecho de pet ic ión es determinante para la efect ividad de los 

mecanismos de la democracia  part ic ipat iva. Además, porque mediante él  se 

garant izan otros derechos const itucionales,  como los derechos a la  

información, a la part ic ipación pol í t ica y a la  l ibertad de expres ión.  

 

b) El núcleo esencia l  de l derecho de pet ición reside  en la resolución 

pronta y oportuna de la cuest ión, pues  de  nada servir ía la  posibi l idad de 

dir igi rse a la autor idad  si  ésta  no resuelve o se reserva para sí e l  sent ido  

de lo decidido.  

c) La respuesta a las pet ic iones debe cumplir  con los requisitos de: 
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1. oportunidad, 2. resolverse de fondo con c lar idad, precis ión y congruencia 

con lo sol ic itado y 3. Ser puesta en conocimiento del pet ic ionario. Si no se 

cumple con estos  requisi tos, se incurre en una vulneración del  derecho 

const i tucional  fundamenta l de pet ición.  

 

d) La respuesta no impl ica aceptación de lo sol ic itado ni  tampoco se 

concreta siempre en una respuesta escr ita.  

 

e) Este derecho, por regla general , se apl ica a ent idades estatales,  

esto es,  a quienes e jercen autoridad. Pero,  la Const itución lo extendi ó a 

las organizaciones pr ivadas cuando la ley así  lo determine.  

 

f) La Corte ha  cons iderado que cuando e l   derecho de  pet ición se 

formula ante part iculares, es necesario separar tres si tuaciones: 1.  cuando 

el part icular presta un servicio públ ico o cuando r ea l iza funciones de 

autoridad, el  derecho de pet ic ión opera igua l como si  se d ir igiera contra la   

Administ ración.  2.  Cuando el  derecho de pet ic ión se const i tuye en un medio 

para obtener la  efect iv idad de otro derecho fundamental , puede protegerse 

de manera inmediata.  3. Si la tute la se dir ige contra part iculares que no 

actúan como autor idad, este será un derecho fundamental  solamente 

cuando el  Legislador lo reglamente.”  

 

4.5 PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA 

ACTOS ADMINISTRATIVOS – VERIFICACIÓN DE REQUISITO DE 

SUBSIDIARIEDAD.  

 

Frente a este aspecto la Corte Constitucional se ha pronunciado en los 

siguientes términos (Véase entre otras la sentencia T -051 de 2016):  

 

“La acción de tutela  fue regulada en el Art ículo 86 de la Const itución Na ciona l 

como un mecanismo judicia l  autónomo, subsidiar io y sumario, que le permite a los 

habitantes de l terr i tor io nacional acceder a una herramienta de protecc ión 

inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estos resulten amenazados o 

vulnerados por las autoridades públ icas, o incluso por part iculares, según lo 

determinado en el  Art ículo 42 del Decreto 2591 de 1991.  

 “Para que proceda este medio pr ivi leg iado de protección se requiere que dentro 

del  ordenamiento jur íd ico colombiano no exista otro medio d e defensa judicia l  que 

permita garant izar  el amparo deprecado, o que exist iendo este, se promueva para 

precaver un perju ic io irremediable caso en el cual procederá como mecanismo 

transi tor io.  
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“De esta manera, en e l marco del pr incipio de subs id iar idad, e s dable afi rmar que 

“la acción de tutela , en términos genera les, no puede ser ut i l izada como un medio 

judic ia l  a lternat ivo,  ad ic ional  o complementario de los establec idos por la  ley para 

la defensa de los derechos, pues con el la  no se busca remplazar los p rocesos 

ord inarios o especia les y, menos aún, desconocer los mecanismos impuestos 

(dentro) de estos procesos para controvert ir  las decis iones que se adopten”.3  

 

“Puntualmente, en cuanto a la acc ión de tute la adelantada contra actos 

administrat ivos, la  pos ic ión sentada por este Tr ibunal  ha re iterado que, en 

principio,  resulta  improcedente, dado que e l legis lador determinó, por medio de la 

regulación administ rat iva y contencioso administ rat iva, los mecanismos judic ia les 

pert inentes para que los ciudadanos puedan comparecer al proceso ordinario 

respect ivo y ejercer su derecho de defensa y contradicc ión, dentro de términos 

razonables.   

 

4.5 DERECHO AL BUEN NOMBRE . Respecto a este derecho ha dicho la 

jurisprudencia 

 

Esta Corporación ha señalado que las afectaciones del derecho al buen 

nombre se originan en la difusión de afirmaciones, informaciones o 

imputaciones falsas o erróneas respecto de las personas, que no tienen 

fundamento en su propia conducta pública y que afectan su renombre e 

imagen ante la sociedad:  “se atenta contra este derecho cuando, sin 

justi f icación ni causa cierta y real, es decir, sin fundamento, se propagan 

entre el públ ico -bien en forma directa y personal, ya a través de los medios 

de comunicación de masas- informaciones falsas o erróneas o especies que 

distorsionan el concepto público que se tiene del individuo y que, por lo 

tanto, t ienden a socavar el prestigio y la confianza de los que disfruta en el 

entorno social en cuyo medio actúa, o cuando en cualquier forma se manipula 

la opinión general para desdibujar su imagen” [1 2 ].  

 

4.6 DERECHO A LA RECTIFICACION 

 

Frente a este trascendental derecho  ha dicho la Corte1:  

 

3.4. Solicitud de rectificación previa como requisito específico de 

procedibilidad de la acción de tutela   

                                            
1 Sentencia T 121 del 9 de abril 2018, MP Carlos Bernal Pulido. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/t-110-15.htm#_ftn12
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“62. El derecho de rect if icación es fundamental. El art ículo 20 de la 

Constitución Polít ica prescribe, en su últ imo inciso, que “se garantiza el 

derecho a la rect if icación en condiciones de equidad”. Según la Corte, el 

ejercicio de este derecho “conlleva la obligación de quien haya difundido 

información inexacta o errónea de corregir la falta con un despliegue 

equitativo”72 y “busca reparar tanto el derecho indiv idual transgredido como 

el derecho colectivo a ser informado de forma veraz e imparcial”73.  63. Esta 

Corte, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 20 de la Const itución 

y 42.7 del Decreto 2591 de 1991 ha reiterado que, como regla general, la 

solicitud de rect if icación prev ia al particular es exigible respecto de aquel los 

que tengan el carácter de medios masivos de comunicación74. De manera 

reciente75, ha considerado, también, que esta exigencia debe ser valorada 

por el juez respecto de otros canales de divulgación de información, tales 

como Internet y redes sociales, ya sea porque mediante estos se ejerza una 

activ idad periodística, porque el emisor se dedique habitualmente a emitir  

información -sin ser comunicador-76, o bien porque una persona natural o 

jurídica, en el giro ordinario de su vida en sociedad o en desarrol lo de su 

objeto social, respectivamente, emita información atentatoria del buen 

nombre o la honra de un tercero. Significa lo anterior que la recti f icación 

previa, como requisito de procedencia de la acción de tutela es exigible en 

los siguientes casos: (i) cuando la información circula a través de los medios 

masivos de comunicación; (i i) cuando es difundida por comunicadores 

sociales, s in consideración de que estos tengan o no vínculos con un medio 

de comunicación; ( i i i) cuando el emisor no es comunicador social o 

periodista, pero se dedica habitualmente a la difusión de información; y ( iv) 

cuando la persona que real iza la publicación, primero, no tiene la condición 

de comunicador social y, segundo, no cumple ese rol dentro del grupo social. 

Este últ imo evento, en el que la jurisprudencia const itucional no había 

exigido la obligación de pedir la recti f icación antes de acudir ante el juez de 

amparo, cobra especial importancia en aquel los casos, como el presente, e n 

los que la difusión de la información es masiva, precisamente, por el volumen 

de receptores de la misma.”   

 

5. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

 

Para resolver el presente asunto, hay que determinar si efectivamente la 

Subsecretaría de Catastro del Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e 

Innovación de Medel l ín,  le vulneró a la abogada Claudia María Hincapié 
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Mejía y Juan Carlos Pérez en cal idad de personas naturales y como 

representantes lega les de la Sociedad Max Justicia Abogados SAS, los 

derechos fundamentales que aducen conculcados, fundado en el hecho de 

que en la parte motiva de las Resoluciones Nros.  202450089221 del 18 de 

noviembre del año 2024 y la Nro. 202550005068 del 03 de febrero de 2025,  

mediante las cuales  se removió del cargo de agente l iquidador al señor 

Héctor Alir io Peláez Gómez de las Sociedades Constructora Invernorte SAS, 

Constructora del Norte de Bello SAS, Inmobil iaria Europa Construcciones 

todas en l iquidación forzosa administrat iva , y se resolvió el recurso de 

reposición,  mencionaron los nombres de los tutelantes, poniendo en entre 

dicho su deber como profesionales del Derecho, y además, sin que haya 

notif icado dicha decisión a los peticionarios.  

 

Atendiendo lo anterior, decidieron radicar derecho de petición el 2 de marzo 

de 2023 en el que sol icitaban a la administración abstenerse de real izar tales 

acusaciones dentro del respectivo trámite, recibiendo respuesta el 14 de 

marzo del mismo año, donde se les indica que no han vulnerado los derechos 

al buen nombre, honra y trabajo toda vez que al haber  mencionado sus 

nombres no se ha causado un perjuicio irremediable y que en cuento a su 

queja sobre la notif icación de los actos administrativos se les explicó que 

por tratarse de asuntos particulares y concretos, solo son puestos en 

conocimiento a los t i tulares del derecho sobre los cuales recae la decisión; 

siendo notif icado al correo electrónico que dispuso para ello, esto es, 

hincapiemejia@hotmail.com, (fls. 35 archivo 3 del expediente digital ) 

 

Descendiendo al caso, concretamente, en la parte motiva de la Resolución 

202450089221 del 18 de noviembre del año 2024 , se hace mención a 

los accionantes en los siguientes apartes:  

 

 

(Folio 10 Resolución) 

 

mailto:hincapiemejia@hotmail.com
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(Folio 13 Resolución) 

 

 

 

 

(Folio 28 y 29 Resolución) 

 

 



F A L L O  D E  T U T EL A  P R IM E R A  IN S T A N C IA   R A D IC A D O  0 5 0 01  4 3  0 3  0 0 7  2 02 5  0 0 0 6 6  0 0  

P á g i n a  1 4  d e  2 0  

 

(Folio 41 de la Resolución)  

 

Posteriormente, mediante Resolución Nro. 202550005068 del 03 de 

febrero de 2025 , mediante el cual se resolvió el  recurso de reposición a la 

Resolución anterior, se hizo mención a los accionantes en los s iguientes 

apartes:  
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(Folio 17 Resolución) 

 

Pues bien, frente al derecho a la honra, bien nombre y derecho a la 

rectif icación, la Corte Constitucional ha considerado que, en asuntos 

similares, la acción de tutela es procedente si quien se consid era agraviado 

ha sol ic itado el ret iro o enmienda de la publicación al particular o empleado 

público que realizó la publ icación donde se encuentra alojado el supuesto 

agravio y la constancia de la relevancia const itucional.  

 

En el presente asunto, la accionante aporta prueba de haber realizado la 

solicitud de recti f icación ante la Subsecretar ía de Control Urbanístico del 

Municipio de Medell ín, lo cual tuvo lugar mediante la presentación del 

derecho de pet ic ión, cumpliéndose con esto el primer requisito señalado por 

la Corte Const itucional.  

 

Ahora, derecho al buen nombre, también consagrado en el art ículo 15 de la 

Constitución Polít ica, ha sido definido por la jur isprudencia constitucional a 

partir de las ideas de reputación, buena fama u opinión que de una persona 
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t ienen los miembros de la sociedad,  por lo que ha sido vinculado a las 

activ idades desplegadas de forma pública. Este resulta vulnerado, por 

ejemplo, cuando particulares o autoridades públicas difunden información 

falsa o inexacta, o que debería mantenerse en reserva, con la intención de 

causar una afrenta contra e l prest igio público de una persona.  

 

Ahora, considera este Despacho que el contexto del presente confl icto no 

reviste la relevancia Constitucional , lo anterior teniendo en cuenta las 

partes; pues quien emite los actos administrativos  (funcionario públ ico en 

ejercicio de sus funciones)  lo hace dentro de sus facultades y se busca la 

protección del interés general sobre el part icular , siendo su obl igación y 

deber legal poner en conocimiento de las autoridades competentes cualquier 

hecho que presuntamente pueda ser constitutivo de delito o falta 

discipl inaria, sin que se advierta en las expresiones referidas, que se 

asegure  la incursión en falta discipl inaria, lo que se advierte es que se hace 

referencia de hechos presuntamente irregulares. 

 

Al respecto, la ley 734 de 2002, establece dentro de los deberes de los 

servidores públicos, en el art ículo 34:  

 

ARTÍCULO 34. Deberes. Son deberes de todo servidor públ ico:  

 

(…) 

 

24. Denunciar los delitos, contravenciones y faltas discipl inarias 

de las cuales tuviere conocimiento”  

 

Adicionalmente, el contenido de los actos administrat ivos  emitidos y trascritos 

en apartes anteriores, no tiene la potencial idad de afectar de forma 

significativa el buen nombre  y honra de los accionantes, como quiera que 

dichos actos no fueron difundidos pública  y masivamente, dado que no se 

trata de actos administrat ivos generales, sino part iculares y concretos y por 

tanto, fueron not if icados únicamente a las partes interesadas y sobre las 

cuales recaía la decisión, no siendo remitidos a nadie más por parte de la 

administración (o por lo menos no existe prueba de el lo), por lo que no se 

percibe impacto alguno que revista un daño que genere una vulneración que 

amerite la investigación del Juez Const itucional para resolver el asunto.  
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Y es que, para determinar si en el caso particular, se cumplen los 

presupuestos const itucionales para que la acción de tutela sea procedente, 

deben verif icarse los siguientes elementos:  

 

i) Quién comunica . En cuanto al emisor del contenido, se trata de una 

persona natural en calidad de funcionario público, que como se ha indicado,  

t iene en virtud de su investidura la obligación de velar por el interés general, 

y denunciar posibles irregularidades que perciba dentro del ejercicio de sus 

funciones 

 

ii) De quién se comunica. Por su parte, el sujeto afectado corresponde a 

otra persona natural sin relevancia pública. 

 

iii) Cómo se comunica . En cuanto al contenido del mensaje, se refiere a 

la publicación hecha en un acto administrativo part icular y concreto que fue 

difundido (notif icado) únicamente entre las partes interesadas y no fue dado 

a conocer públicamente ni de manera masiva en medios de comunicación ni 

plataformas digitales . 

 

A part ir de lo expuesto, advierte el Despacho que la acción de tutela se torna 

improcedente, atendiendo a la naturaleza de las partes  y porque revisado el 

contexto de los hechos vulneratorios endilgados, no se logra determinar la 

existencia de una relevancia const itucional que haga imperioso un 

pronunciamiento en esta sede y, por ende, las acciones penales y civ i les 

disponibles en el ordenamiento jurídico son idóneas y eficaces para atender 

este reclamo. 

 

De cara a la anterior, advierte el Despacho que en el caso particular no se 

cumple con los supuestos establecidos para que la rect if icación sea exigible 

por vía de tutela.  

 

Ahora, en relación a la pretensión sobre que se ordene a la accionada 

revocar los actos administrat ivos Nros. 202450089221 del 18 de noviembre 

del año 2024 y la 202550005068 del 03 de febrero de 2025, la misma no es 

procedente  desde el punto de vista jur ídico, pues mal haría el Despacho 

en ordenar reabrir etapas procesales y té rminos judiciales respecto a los 

actos administrativos expedidos por la Secretar ía accionada, sobre los 

cuales, proceden los recursos, que para el caso fueron interpuestos  por el 
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anterior l iquidador, Héctor Alir io Peláez Gómez, aclarando que si bien,   a 

través de la Resolución 202550005068 del 03 de febrero de 2025, no  se 

repuso la decisión, se concedió el recurso de apelación que  a la fecha se 

encuentra en trámite, motivo por el cual no pueden ser declarados nulos a 

través de acción de tutela como lo pretenden los accionantes, aclarando que 

los mismos corresponden a las partes afectadas con dicha decisión, sin que 

sea este el caso de los aquí accionantes . 

 

Para el caso particular objeto de la acción de tutela, al no advert irse 

relevancia const itucional, no procede ordenar el iminar del texto del acto 

administrativo los apartes donde son mencionados los aquí accionantes.  

 

De otro lado, debe memorarse que para que proceda la acción de tutela ante 

la vulneración o amenaza de derechos fundamentales, por la actuación u 

omisión de la encartada, es necesario que el tutelante (i) demuestre los 

supuestos fáct icos de vulneración, y (ii) carezca de otros mecanismos 

judiciales de defensa, o exist iendo, se otorgue transitoriamente ante el 

acaecimiento de un perjuicio irremediable a quien acciona; dicho perjuicio, 

en términos de la jurisprudencia constitucional consolidada, debe ser 

inminente, urgente, grave e impostergable, e impl ique tomar medidas de 

protección impostergables para evitar la consumación del daño. T ambién, se 

recuerda que pese a la informalidad que caracteriza la acción de tutela, el 

juez constitucional no está facultado para “estructurar, concebir, imaginar o 

proyectar, por sí mismo, el contexto fáct ico en el que ha tenido ocurrencia 

el presunto daño irreparable”, resultando imprescindible que sea demostrado 

en el trámite. Por tanto, se hace imperioso que la parte accionante 

demuestre y sustente los supuestos de hecho en los que alega la necesidad 

de protección y los perjuicios que estén por sobreven ir de no concederse el 

amparo. 

 

En el caso que nos ocupa, no hay prueba que permita concluir que exista 

alguna conducta (acción u omisión) de la accionada que esté causando algún 

perjuicio irremediable a la parte accionante.  

 

A manera de conclusión, se puede decir que en el presente asunto no 

presenta la relevancia Constitucional  para ser atendidos por el juez de tutela , 

y el contenido de las Resoluciones puede ser debatidos al interior de 
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procesos de otra índole, que pueden resultar idóneas para atender es te 

reclamo.  

 

De otro lado, frente a la vulneración al debido proceso , que aducen 

conculcados los quejosos, argumentando la falta de not if icación de los actos 

administrativos relacionados con la remoción del cargo de un agente 

l iquidador, se t iene que se trata de actos administrat ivos de carácter 

particular, que solo producen efectos inter partes  y por tanto, su 

notif icación, solamente corresponde a las partes , y, de ninguna manera 

tenían que ser not if icados los aquí accionantes, pues lo all í resu elto, t iene 

que ver con el relevo del agente l iquidador y por tanto,  al no ser t itulares 

de los derechos al l í debatidos, no tenían que ser notif icados personalmente. 

La mención a los aquí accionantes, es un asunto que escapa a la decisión 

tomada en el acto administrat ivo.  

 

Así las cosas, tampoco, se observa que, por parte de la Secretar ía 

accionada, se haya generado vulneración al debido proceso, que dé lugar a 

conceder la tutela como mecanismo transitor io para evitar un perjuicio 

irremediable.  

 

Finalmente, al no encontrarse vulneración alguna por parte del señor Héctor 

Alir io Peláez Gómez en calidad de agente l iquidador de las Sociedades 

Constructora Invernorte SAS., Constructora del Norte de Bel lo SAS., e 

Inmobil iaria Europa Construcciones SAS., Jorge Wilson Patiño Toro y Martha 

Cecil ia Holguín Castaño, habrán de desvincularse de la presente actuación. 

 

6. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO CIVIL MUNICIPAL DE 

EJECUCIÓN DE MEDELLÍN , administrando justicia en nombre de la 

República y por autoridad de la Ley,  

 

FALLO 

 

PRIMERO: DENEGAR  por improcedente la tutela instaurada por los señores 

Claudia María Hincapié Mejía , Juan Carlos Pérez y  la Sociedad Max 

Justicia Abogados SAS, representada legalmente por Claudia María 

Hincapié Mejía  y en contra de la Subsecretaría de Control Urbanístico 
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de Medellín- Distrito Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación de 

Medellín  de conformidad a lo expuesto en la parte motiva  de esta 

providencia.  

SEGUNDO: DESVINCULAR  al  señor Héctor Al ir io Peláez Gómez,  en calidad 

de agente l iquidador de las Sociedades Constructora Invernorte SAS., 

Constructora del Norte de Bel lo SAS., e Inmobil iaria Europa Construcciones 

SAS.,  Jorge Wilson Pat iño Toro y Martha Ceci l ia Holguín Castaño  por lo aducido 

en precedencia.  

 

TERCERO: Notif icar esta decisión a l as partes por medio expedito y eficaz. 

En el acto de la notif icación se hará saber a las partes que procede la 

impugnación del fal lo en el término de los tres (3) días siguientes al de la 

notif icación.  

 

CUARTO: Remitir a la Honorable Corte Constitucional l a presente acción de 

tutela en caso de no ser impugnada, para su eventual revisión, de 

conformidad con el art ículo 31 del Decreto 2591 de 1999.  

 

NOTIFÍQUESE 

 

PAULINA MARÍA RODRÍGUEZ AVENDAÑO 

JUEZ  

 


